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			Introducción

			El fenómeno de las herencias internacionales se presenta, cada vez con más frecuencia, en los despachos jurídicos y económicos de muchas zonas de España como consecuencia de la globalización, por tratarse de un país esencialmente turístico y también al haber sido elegido como lugar de residencia (de forma creciente con la generalización del teletrabajo) por innumerables ciudadanos europeos y de todas las nacionalidades del mundo.

			Aun así, su presencia es irregular, estando muy extendidas este tipo de sucesiones en las regiones del arco mediterráneo y también en las grandes capitales españolas, lugares con mayor número de residentes y propietarios de inmuebles de diferentes nacionalidades, siendo menos frecuentes en las zonas rurales del interior de la península, donde causan no pocos quebraderos de cabeza a sus menos habituados profesionales jurídicos.

			He titulado el presente trabajo “Herencias internacionales” de forma plenamente consciente, pues no pretendo acotarlo al concepto de “sucesión transnacional” que define el Reglamento (UE) Europeo de Sucesiones 650/2012, de 4 de julio de 2012. Mi objetivo, aunque modesto y esencialmente práctico, va bastante más allá de analizar conflictos de Leyes y cuestiones de Derecho internacional privado, y pretende familiarizar al lector con los hábitos documentales y las especialidades sucesorias de muchos países europeos y de bastantes otros países diferentes a los que integran la UE, con los cuales también tenemos en España un tráfico jurídico frecuente.

			A los efectos de esta obra, entenderemos como “herencia internacional” aquella sucesión “mortis causa” en la que existen bienes o derechos dejados por el causante (sea de la nacionalidad que sea) en España y también en algún otro país, ya se dé o no una pluralidad de títulos sucesorios (normalmente testamentos otorgados en los diferentes Estados donde hay bienes). En este tipo de sucesiones deben aplicarse, de forma coordinada, distintas normativas nacionales (civiles y tributarias) para una exitosa adjudicación del caudal hereditario a los herederos, legatarios y legitimarios (en caso de haberlos) respetando los derechos de todos ellos. No consideraremos a los efectos de este estudio, por tanto, como una “herencia internacional” aquella en la que un ciudadano español fallece en España teniendo todo su patrimonio sito en territorio español, aunque en ella intervenga algún elemento supranacional porque todos o parte de sus sucesores sean nacionales o residentes en países extranjeros. 

			Las herencias internacionales presentan normalmente en los despachos españoles importantes problemas prácticos, e incluso complejas dudas conceptuales, que se resumen en los siguientes:

			–El primero, derivado de la diversidad de legislaciones y regímenes jurídicos existentes en el mundo, básicamente divididos en dos ramas principales de influencia, los países de base romana o latina (llamados del Derecho continental o “Civil Law”) y los de influjo anglosajón (llamados del “Common Law”). Su adecuada armonización, cuando existen puntos de contacto, no resulta nada sencilla ya que los primeros se caracterizan por la primacía de la Ley, la abundancia de formalidades y la intervención de operadores jurídicos especializados cono los Notarios y Registradores, mientras que los segundos se fundamentan en el precedente judicial, en un acusado informalismo y en la intervención de menos figuras jurídicas especializadas, fundamentalmente sólo Jueces y Abogados. 

			–El segundo, la confluencia de normativas aplicables a veces no fácilmente conciliables, especialmente en materia de legítimas de los descendientes, derechos del cónyuge viudo, criterios para la valoración y el reparto de bienes situados en diferentes países o liquidación tributaria, con la frecuente intromisión de figuras fiduciarias (“trusts”, titularidades temporales, administraciones de bienes, fideicomisos), típicas de los países anglosajones, que producen fricciones con las instituciones jurídicas y fiscales propias del Derecho español.

			–Y el tercero, la divergencia que existe entre ciertos principios teóricos del Derecho sucesorio y su formulación legislativa (nacional y supranacional) con la variedad de documentos e incidencias que se presentan en la práctica habitual. La preparación de una herencia internacional constituye uno de los más claros ejemplos de complejidad jurídica y disparidad documental que nos encontramos en los despachos notariales. De esta forma viejos axiomas jurídicos —que todos hemos estudiado— como el de la unidad de la sucesión, o recientes novedades legislativas ventajosas como la del Reglamento Europeo de Sucesiones se ven frecuentemente desbordados (dado lo limitado de su ámbito de aplicación) por una praxis compleja, escasamente uniforme y tremendamente casuística. 

			En el tráfico diario, los diferentes profesionales jurídicos tenemos que manejar con cierta habilidad documentos enormemente dispares, y conjugar principios y normativas muy diversas, para conseguir una eficacia documental (con sus necesarias consecuencias en cuanto a su adecuada tributación y a su consecuente inscripción registral) que muchas veces se aparta de las formulaciones teóricas o de las recientes novedades legislativas como el Certificado Sucesorio Europeo, cuyo éxito práctico ha sido por ahora bastante limitado, tal vez por su lógica limitación a los países miembros de la Unión Europea y por la propia complejidad y extensión del modelo estandarizado, teniendo en cuenta además que no viene a sustituir a los antiguos títulos sucesorios típicos de todos los Estados miembros de la UE (que siguen circulando igual que antes), sino a sumarse a ellos como una nueva modalidad homogeneizada y no obligatoria.

			Mi condición de Notario en ejercicio en Palma de Mallorca, una de las principales capitales turísticas españolas, me suele ocasionar infinidad de consultas de compañeros de toda España relacionadas con las transmisiones y sucesiones internacionales. Debido a ello, he decido poner muchas de mis reflexiones por escrito, para que puedan resultar útiles a una generalidad de profesionales jurídicos y económicos que trabajan a diario en estas materias. El objetivo de este estudio no es en absoluto completar la formación teórica de nuestros variados operadores jurídicos y económicos en la materia civil, procesal o del Derecho internacional privado, sino brindar ejemplos, pautas de comportamiento y soluciones prácticas útiles a los muy variados problemas y documentos que nos aparecen a diario en nuestros despachos profesionales. 

			Por ello, las cuestiones teóricas que resulten imprescindibles van a quedar aquí apuntadas de una forma escueta y esencialmente clarificadora. Porque el objetivo principal del presente trabajo es servir como prontuario de uso diario para manejar con soltura los casos y documentos más frecuentes en España de herencias internacionales. Su objetivo primordial no es tanto enseñar el Derecho como servir de manual práctico de Derecho documental destinado a tramitar con éxito este tipo de instrumentos.

			Sin ánimo de exhaustividad en una materia tan amplia y compleja, pasamos a examinar ya las principales peculiaridades prácticas de esta clase de negocios jurídicos. 

		

	
		
			Capítulo I

			La sucesión mortis causa en el mundo

			1.Concepto y características

			Conociendo los diferentes conceptos de “sucesión” personal y patrimonial que manejamos los profesionales jurídicos (se producen también “sucesiones” en otras ramas jurídicas como el Derecho de los contratos, el Derecho mercantil societario, el Derecho concursal, el Derecho administrativo o el Derecho tributario), el presente estudio va a quedar acotado a los efectos civiles de las sucesiones originadas por causa de muerte del sujeto titular de los bienes, derechos y obligaciones. Y, dentro de ese tipo de sucesiones, a los casos en los que ese conjunto de bienes, derechos y obligaciones incluye elementos patrimoniales situados en España y en otros países diferentes. Dejamos excluidas las herencias contenciosas, que son aquellas en las que se producen discrepancias graves entre los interesados que van a tener que resolverse necesariamente por los Tribunales de Justicia, dado que el objeto principal este trabajo se destina a recoger la práctica habitual de las Notarías y de los despachos de asesoría profesional donde se maneja un gran porcentaje de sucesiones en las que existe básicamente un acuerdo entre los interesados.

			La sucesión “mortis causa” es, en el Derecho civil español, uno de los “modos de adquirir el dominio”. Así, el artículo 609 del CC dice textualmente: “La propiedad se adquiere por la ocupación. La propiedad y los demás derechos reales sobre los bienes se adquieren por la ley, por donación, por sucesión testada e intestada y por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición. Podrán también adquirirse por medio de la prescripción”.

			Lo anterior significa, a efectos prácticos, que la sucesión “mortis causa”, a la cual en este trabajo denominaremos a menudo con el sinónimo más práctico y genérico de “herencia”, atribuye a sus destinatarios en España un título de propiedad sobre los bienes y derechos adquiridos. Ya los reciban a título universal (en concepto de “herederos”), lo que implica que suceden al fallecido en la totalidad de su esfera jurídica patrimonial (bienes, derechos y obligaciones, con excepción de sus derechos personalísimos) o a título particular (en concepto de “legatarios”), adquiriendo en este caso sólo la titularidad de los concretos bienes legados. 

			La sucesión por causa de muerte se regula de forma muy diferente en el Derecho de los distintos Estados del mundo. La gran disparidad normativa y el enorme incremento experimentado en las últimas décadas de las sucesiones con elementos transnacionales han venido a complicar la práctica jurídica en esta importante materia. Es por ello que entidades políticas supranacionales como la Unión Europea han demostrado un gran interés en regular estas cuestiones y en facilitar la libre circulación de personas y bienes patrimoniales dentro de sus fronteras, lo que constituye uno de sus objetivos fundacionales. Para lograrlo, la UE ha dictado —con mayor o menor éxito— normas destinadas a suprimir obstáculos a esa libre circulación, a asegurar la eficacia de la planificación sucesoria que puedan realizar los ciudadanos de los diferentes países miembros y a facilitar la determinación de la Ley aplicable a cada caso particular.

			La ventaja de la materia sucesoria está es que, a pesar de la enorme variedad de legislaciones, conceptos jurídicos y documentos que suelen entrar en juego, existen siempre unos elementos esenciales que resultan más o menos comunes. Siempre existe un “causante”, que así llamamos los juristas a la persona fallecida que da lugar a la transmisión de bienes o derechos; siempre existen unos “herederos” o “legatarios”, que son los destinatarios de esos bienes patrimoniales, aunque con diferentes modalidades de titularidad según cada sistema legislativo nacional; siempre existe un “título sucesorio”, entendiendo por tal el testamento, el contrato sucesorio o la declaración de herederos abintestato, que determina quiénes, de qué forma y con qué distribución han de adquirir el patrimonio del difunto; y siempre existe un “caudal hereditario”, que es el conjunto de bienes, derechos y obligaciones que integran la sucesión.

			La existencia de todos esos elementos comunes nos permite elaborar un plan de trabajo general aplicable a todo tipo de casos y a toda clase de legislaciones, ya que todos los documentos que los interesados nos aporten o tengamos que redactar, sean lo variopintos que sean y tengan el origen que tengan, siempre guardarán relación directa con alguno de esos factores esenciales: causante, título, sucesores o caudal. Por ello, pese a la diversidad existente en esta materia, los juristas manejamos siempre una “columna vertebral” común a todo tipo de casos, que es la que vamos a ir desmenuzando en el presente estudio, no sin comentar también las particularidades de las principales nacionalidades con presencia destacada en España.

			2.El viejo principio de la unidad de la sucesión y las diferentes fases del fenómeno sucesorio 

			El legislador español escogió, desde la aparición del Código Civil a finales del siglo XIX, el principio de la “unidad de la sucesión” como criterio caracterizador de sus normas de conflicto en materia de herencias internacionales. Así aparece recogido ese principio en el artículo 9.8 del CC, que dice: “La sucesión por causa de muerte se regirá por la Ley nacional del causante en el momento de su fallecimiento, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y el país donde se encuentren”.

			Tal como había ido estableciendo la jurisprudencia anterior al proceso codificador, el modelo del CC propugna el tratamiento legal unitario de la sucesión determinando una única Ley que regirá el conjunto de la misma: la Ley nacional del causante. El sistema ha venido a ser modificado por el Reglamento Europeo de Sucesiones de 2012, como estudiaremos más adelante, no en el sentido de poner en cuestión la unidad de la sucesión, sino sujetándola a una norma diferente, la Ley de la residencia del causante. 

			La sucesión por causa de muerte presenta, desde un punto de vista estrictamente jurídico, dos fases fundamentales: la fase de preparación, que se produce en vida del causante, en la cual éste puede organizar a su voluntad el destino de su patrimonio para después de su fallecimiento (aunque haya casos en los que no lo haga y entonces tengan que aplicarse las disposiciones supletorias establecidas por la Ley); y la fase de ejecución, que se da cuando, ya fallecido el causante, debe llevarse a cabo la distribución del caudal hereditario dejado por él, bien siguiendo sus instrucciones o bien aplicando las disposiciones legales en su defecto.

			Tanto la fase de preparación como la fase de ejecución pueden documentarse en países diferentes, porque el causante tenga intereses personales o patrimoniales en varios de ellos. De ahí que puede haber bienes en varios países y también otorgarse testamentos u otros títulos sucesorios en diferentes países, quebrándose en la práctica el principio clásico de la “unidad de la sucesión”. Y es que, aunque la herencia de una persona sea legal y realmente una sola, ésta suele organizarse y distribuirse —cuando el causante ha dejado propiedades en diferentes países— mediante documentos y títulos diferentes, aunque complementarios. 

			Por eso, y aunque el Reglamento Europeo de Sucesiones (UE) nº650/2012 establezca como principio general que debe haber una sola Ley que rija los aspectos esenciales de la sucesión, autores como AZCÁRRAGA MONZONÍS han llegado a la conclusión de que el viejo principio de “unidad de la sucesión” instaurado en nuestra época codificadora constituye, en la actualidad, más bien un “espejismo”, por diferentes motivos:

			–En primer lugar, porque no todas las cuestiones que se presentan en un procedimiento sucesorio pueden regirse por una sola legislación, lo cual resultaría imposible dada la complejidad de los problemas que suscita la materia hereditaria. Además, existen normas de conflicto —de origen interno o internacional— cuya aplicación conlleva necesariamente el fraccionamiento de la sucesión (por ejemplo, las que regulan la forma de las disposiciones testamentarias o la capacidad para testar). 

			–Y, en segundo lugar, porque la propia redacción del artículo 9.8 del CC ya contiene algunas muestras de fraccionamiento legal (por ejemplo, al hablar de los testamentos, los derechos del cónyuge viudo o las legítimas), por lo que nunca se aplica en realidad una Ley única.

			Por ello, el viejo principio de la “unidad de la sucesión” debe hoy reinterpretarse, no entendiéndose en el sentido de que una Ley única debe regular todos los aspectos de la herencia, sino de que debe ser una sola Ley la que regule siempre la misma cuestión, de las varias que una sucesión puede plantear, en particular la determinación de los sucesores y sus respectivas cuotas hereditarias, que deben fijarse siguiendo el criterio establecido por una sola legislación, con independencia del país o países donde se encuentren los bienes o el tipo de bienes que compongan el caudal hereditario.

			De lo anterior debe quedar bien claro que es perfectamente normal que una sucesión por causa de muerte se rija por diferentes documentos (hechos en países distintos) y también por diferentes Leyes, aunque sea una sola la que marque la pauta general del devenir de la herencia.

			3.Idea de los diferentes sistemas sucesorios existentes en el mundo 

			Resulta conveniente aclarar, a los efectos de este estudio, que en el mundo existen varias tradiciones jurídicas, que comúnmente son denominadas como las “familias del Derecho”. Algunos expertos hablan de cuatro y otros de cinco grandes “familias” jurídicas. Para CUÑADO DE CASTRO y GÁMEZ GONZÁLEZ “se denomina familia al conjunto de sistemas jurídicos de diferentes países y territorios que podemos agrupar bajo una misma denominación ya que tienen un mismo origen y unas características similares”. Ello implica que los sistemas jurídicos de una misma familia sean bastante parecidos, aunque la evolución histórica de cada país haya hecho que puedan ir manifestando formas diferentes. 

			Las cinco principales “familias” en que podemos dividir el Derecho son las siguientes:

			–El “Common Law”, de origen anglosajón.

			–El Derecho Civil, o “Civil Law”, de origen romano-germánico.

			–El Derecho religioso, emanado de libros sagrados de ciertas religiones como la islámica.

			–Los sistemas mixtos, que combinan elementos de los anteriores.

			–Y los sistemas socialistas, de vigencia decadente en el mundo actual.

			El “Common Law” representa una de estas grandes familias, a la que pertenecen Inglaterra y Gales, Irlanda, los Estados Unidos, la mayor parte de Canadá, la India, Australia y Nueva Zelanda, y además ha ejercido una importante influencia en otros países de África y del sudeste asiático. En algún momento de su historia, todos estospaíses fueron colonias británicas o han estado bajo la influencia de la Commonwealth, que es la comunidad británica de naciones. 

			El origen de esta tradición jurídica se inicia en el año 1066 con la conquista de Inglaterra por los normandos. Los normandos eran un pueblo francés procedente de Normandía que introdujo en Inglaterra una nueva organización política y administrativa centralizada. Esta nueva organización les permitía gozar de un mayor control sobre las Leyes y la Justicia, para poner fin a la enorme fragmentación en manos de infinitos caciques locales que sufrían en general las Islas Británicas. Probablemente su verdadera intención nunca fue crear un nuevo sistema jurídico, sino simplemente buscaban expandir sus dominios y hacerse con el control político de un país muy fragmentado que estaba geográficamente muy cercano, al otro lado del Canal de la Mancha, y podía suponer una amenaza para su seguridad.

			Pero lo que sucedió fue que la combinación de una serie de decisiones político-administrativas, junto con una evolución sociológica determinada de la propia monarquía y también de las costumbres del pueblo británico, dieron lugar al nacimiento de un nuevo Derecho. Se trataba de un Derecho práctico, sencillo, muy casuístico, basado en el precedente judicial y alejado de un conjunto de Leyes rígidas, estables y muy desarrolladas más típicas del continente europeo. Esta tradición jurídica se creó y fue evolucionando en las Islas Británicas. Se extendió después por gran parte del mundo gracias, principalmente, a la expansión colonial británica de los siglos XVII y XVIII, convirtiéndose así en una de las principales familias del Derecho que existen hoy en día.

			Por su parte el Derecho Civil (denominada “Civil Law” para los anglosajones) constituye probablemente la familia más amplia en el mundo actual del Derecho, a la que los expertos denominan también como Derecho romano-germánico. Esta familia es a la que pertenece nuestro Derecho español, y se extiende actualmente por gran parte de Europa, África y Latinoamérica. La colonización española y europea de muchos países de África y América de Sur es el motivo por el cual tales países pertenecen a esta familia. También el Derecho actual de la Federación Rusa, superadas las especialidades impuestas por el régimen soviético, se incardina en esta familia, siendo muy semejante al español. En Rusia, la base legal del Derecho privado es su Código Civil, y existen figuras jurídicas similares a las españolas como los Notarios, los Registros de la Propiedad y los Registros Mercantiles.

			Nuestro sistema es tan diferente al “Common Law” porque pertenece a una familia distinta. El Derecho romano es el origen de los sistemas del Derecho Civil, especialmente la labor de recopilación y sistematización de normas que llevó a cabo en el siglo VI el emperador romano-bizantino Justiniano. Por ello se considera históricamente el sistema jurídico más antiguo de todos los presentes. Los principales desarrollos del Derecho romano desde la época del emperador Adriano hasta el momento fueron recopilados por juristas de la corte imperial de Justiniano. Trabajaron a un ritmo vertiginoso, que les permitió al poco tiempo seleccionar todo el saber jurídico de la antigüedad romana y agruparlo en diversos libros. En el siglo XII se redescubrió en Italia este enorme cuerpo legal (coincidiendo en el tiempo con el nacimiento del “Common Law”) y fue bautizado en esa época con el nombre latino de “Corpus Iuris Civilis”. Con el paso de los años, ese cuerpo legal se convirtió en la base del sistema jurídico de un gran número de países, entre los cuales figura el nuestro. 

			La labor de los profesores de las principales universidades, empezando en la de Bolonia, y de los glosadores y los canonistas medievales fue fundamental para la difusión de este sistema. Con su labor de explicación y transmisión del Derecho romano contenido en el “Corpus Iuris Civilis” fueron ellos quienes crearon lo que se llamó el “ius commune”, que dominará durante siglos gran parte de la Europa continental. 

			Según autores como MORALES ARRIZABALAGA, la evolución de ese Derecho experimentó una segunda influencia, menor que la romana, que fue la del Derecho germánico procedente de los pueblos godos de la Europa medieval, cuyas costumbres jurídicas matizaron ciertas normas romanas, incorporando algunas novedades al viejo patrón jurídico romano.

			Una tercera familia es la del Derecho religioso, que está presente en la actualidad en países árabes del norte de África y de Oriente Medio. En ellos predomina la denominada “Ley islámica”, también llamada la “Sharia”. Estos sistemas jurídicos han creado sus Leyes y sus normas de convivencia a partir de los preceptos de la religión mayoritaria de su país y de los textos religiosos, como el Corán, los cuales contienen también sus principales normas legales.

			Otra familia está integrada por los sistemas mixtos, que son aquellos que comparten elementos de otros sistemas o combinan especialidades de diferentes familias. La mayoría de estos sistemas mixtos comparten, principalmente, elementos del “Common Law” y del Derecho Civil. Podemos encontrar estos sistemas mixtos en países como Escocia, Filipinas, Sudáfrica, una parte de Canadá y también, en cierto modo, en algún Estado norteamericano como Louisiana (de cultura y tradiciones franco-españolas). Y también en los países escandinavos (Suecia, Noruega, Dinamarca, Finlandia e Islandia).

			Finalmente se encuentran los sistemas socialistas, ya con muy poca representación en el mundo actual, que tuvieron gran relevancia en el siglo XX a partir de la revolución socialista soviética de 1917. Estos sistemas estuvieron vigentes durante muchas décadas en los países de influencia soviética, y se caracterizaban por el enorme poder del Estado, en cuya mano se concentraban todas las facultades legales y jurídicas, limitándose la propiedad privada y la división de poderes típica de los dos primeros sistemas. Hoy sólo perviven, con una cierta evolución modernizadora, en Cuba, China, Venezuela y Corea del Norte.

			En la actualidad, según la editorial jurídica norteamericana LexisNexis, el 60 por ciento de los países del mundo pertenecen a la familia del Derecho Civil, el 35 por ciento son países basados en el sistema de “Common Law”, y el 5 por ciento restante corresponde a aquellos países que pertenecen al sistema religioso o al socialista. Aquí se puede observar la expansión a nivel global de nuestro sistema, el sistema de Derecho Civil. Sin embargo, es importante destacar que, aunque el “Common Law” tiene menos expansión geográfica que el sistema de Derecho Civil, es el sistema con mayor influencia práctica en el mundo.

			Las dos primeras “familias” son las más relevantes y en las que más países del mundo encajan en la actualidad. Y tales familias no son, en absoluto, compartimentos cerrados o estancos, ya que la evolución de cada país y sus propias circunstancias políticas y sociales dan lugar a diferentes combinaciones o incorporaciones de otros sistemas jurídicos con los que tienen algún tipo de contacto. 

			En cuanto al “Common Law” y al Derecho Civil hay que decir que son dos tradiciones jurídicas que tuvieron origen muy distinto y cuya evolución ha sido también muy diferente. Tanto el origen como el desarrollo del “Common Law” se han debido en gran medida al trabajo de los Jueces y de los Abogados en los juicios, mientras que el Derecho Civil se basa fundamentalmente en la Ley y sus diferentes Códigos, herederos del viejo “Corpus Iuris Civilis” de Justiniano, al que nos hemos referido anteriormente.

			La evolución política de las Islas Británicas tuvo también su importancia en el devenir de su sistema jurídico. Se trata de un Derecho que surge del trabajo de Jueces y Abogados, y no del estudio y compilación de normas legales hecho en las Universidades, de ahí “el predominio de las soluciones pragmáticas sobre las construcciones teóricas y doctrinales”, como señala MARTÍNEZ TORRÓN. Es cierto también que, a pesar de estas diferencias, existen muchos puntos de conexión con el sistema de Derecho Civil. Así, el Derecho canónico es uno de los puntos de unión entre ambos sistemas, debido a la importancia de la iglesia anglicana (creada cuando se separó la romana en el siglo XVI) y de los Tribunales eclesiásticos. También el Derecho romano conecta en cierta manera a ambas familias del Derecho, ya que realizó importantes aportaciones al sistema jurídico de las Islas Británicas. Asimismo, muchas ideas de la Ilustración francesa se recogieron en la Constitución norteamericana, que luego ha tenido, a su vez, influencias notables en muchos países del Derecho Civil. En definitiva, no estamos hablando de dos sistemas absolutamente aislados, sino que han tenido y siguen teniendo muchos puntos de conexión, que además van evolucionando con el tiempo.

			3.1. El Derecho sucesorio anglosajón

			El Derecho anglosajón o del “Common Law” tiene, en la actualidad, dos ramas importantes tremendamente influyentes en el tráfico jurídico internacional: el Derecho del Reino Unido y el de los Estados Unidos de América. Aunque tengan muchas cosas en común, veamos sus peculiaridades más destacadas. 

			A)Reino Unido

			El Derecho del Reino Unido está compuesto por escasas Leyes, y se fundamenta en las reglas consuetudinarias desarrolladas a través de las decisiones judiciales, muy presentes en la mayoría de los países de tradición anglosajona. Hay que tener en cuenta que el “Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte” (que es su denominación oficial como país) es un Estado plurilegislativo en el que coexisten tres sistemas jurídicos diferentes: Inglaterra y Gales (que van juntos en la mayoría de las normas jurídicas), Escocia, e Irlanda del Norte, cada uno con su legislación propia. 

			Como ha escrito LAFUENTE SÁNCHEZ, en realidad no existe un concepto general del Derecho del Reino Unido, sino que hay que referirse al Derecho de cada uno de dichos territorios, que a estos efectos funcionan como Estados diferentes. Así, el ordenamiento jurídico escocés se integra, curiosamente, dentro de los denominados sistemas del “Civil Law”, contrariamente a lo que sucede con el Derecho inglés, incardinado en el “Common Law”. Las normas sucesorias escocesas no prevén, por ejemplo, la libertad de testar, sino que establecen cuotas a favor de los parientes más cercanos del causante al estilo de las legítimas del Derecho de los países continentales. Por ello, el estudio de las características principales del Derecho sucesorio anglosajón, en lo que se refiere a las particularidades de las Islas Británicas, lo basaremos en el estudio del Derecho inglés.

			Tampoco debemos confundir el Derecho aplicable a las sucesiones de ciudadanos británicos con su nacionalidad. La nacionalidad de sus ciudadanos es la británica y no la inglesa, mientras que el Derecho aplicable será el inglés (o, en su caso, el escocés o el norirlandés, dependiendo del “domicile” de cada causante), pero no el Derecho británico, que no existe como tal.

			Cuando hablamos en materia sucesoria de la “Ley nacional” de un ciudadano británico, o de que un británico ha hecho uso de la “professio iuris” para designar la Ley que rija su sucesión, hay que tener muy en cuenta que el punto de conexión que se utiliza es el del “domicile” (su residencia legal). En consecuencia, será de aplicación el Derecho inglés a la sucesión de un causante ciudadano británico cuando tuviera su “domicile” en el territorio de Inglaterra o Gales en el momento de su fallecimiento. Dice JIMÉNEZ CERRAJERÍA que el concepto de “domicile” del Derecho británico no es un concepto asimilable al domicilio tal y como está regulado en el Derecho español, ya que se puede tener “domicile” en Inglaterra, Gales o Irlanda del Norte pese a estar residiendo habitualmente en España. Citando a DE CASTRO, dice que el concepto de “domicile” se asimila al domicilio en el Derecho romano, que no se perdía aunque se residiese fuera de Roma siempre que existiese un “animus revertendi” o intención de retornar. Tampoco el “domicile” está limitado al Reino Unido, sino que puede tenerse en un país extranjero. Tratándose de un concepto puramente británico, en su mentalidad el “domicile” puede definirse como “la intención de pertenecer a un lugar”, no como la “residencia efectiva” de cada persona.

			El sistema sucesorio inglés combina, como veremos que también sucede en los Estados Unidos de América, el Derecho consuetudinario elaborado a través de los pronunciamientos judiciales con las Leyes emanadas del Parlamento inglés, que resulta competente para legislar en la materia sucesoria. En Inglaterra y Gales no existe una Constitución escrita similar a la de los países de la Europa continental, pero sí variadas disposiciones legislativas que regulan materias sucesorias, llamadas en general “Statutes”, como las “Wills Acts” de 1837 y 1963, la “Intestate Estates Act” de 1952, la “Non-Contentious Probate Rules” de 1987 (modificada en 2017), o la “Inheritance and Trustees Power Act” de 2014.

			El principal elemento característico del sistema sucesorio inglés, que se reproduce en todos los sistemas de “Common Law”, es según RIVAS MARTÍNEZ que la figura principal no es la del heredero o sucesor universal. La actividad sucesoria no consiste en el simple paso a su favor de las titularidades activas y pasivas del causante, sino que existe un Administrador o Ejecutor Judicial que asume un papel de intermediario entre el causante y sus sucesores, previa liquidación del pasivo. 

			Son también muy importantes en el Derecho inglés las figuras fiduciarias, por lo que constituyen de elemento diferencial respecto al Derecho continental. La fiducia o “Trust” es una de las grandes invenciones del Derecho inglés, muy desarrollada también en los Estados Unidos de América. La figura nació en la Inglaterra medieval cuando muchos señores feudales abandonaron sus tierras para ir a las Cruzadas. Previendo una prolongada ausencia, dejaban sus propiedades en manos de un administrador para que las gestionara de la forma más eficaz posible y sus rendimientos favorecieran a los familiares del terrateniente o noble ausente. Como detallan THOMAS MERRIL y HENRY SMITH, las fiducias fueron ideadas para separar el poder de administración de determinados bienes de otras facultades del Derecho de propiedad, de forma que unas personas administran la parte de un patrimonio determinada por quien la constituye, y otras personas gozan de sus beneficios o utilidades. 

			A diferencia de los arrendamientos o de los usufructos, las fiducias no se utilizan para atribuir derechos de uso, goce y disfrute a terceras personas sin más, sino que tienen por objeto gestionar determinados bienes con una finalidad de inversión y rentabilidad, siempre en beneficio del propietario. La administración de dichos bienes se separa de la utilización y el disfrute de los beneficios y ganancias que generan, permitiendo que varias personas administren y que otras disfruten los frutos de su administración. Esto posibilita que no se tenga que encomendar todo a familiares, que tal vez no están capacitados para llevar a cabo la administración mejor y más rentable posible. Se trata de una figura extremadamente útil para administrar la transmisión de la empresa familiar, permitiendo que profesionales financieros o inmobiliarios gestionen con éxito bienes cuyos rendimientos se destinan a los familiares del constituyente de la fiducia. También se utilizan para administrar fundaciones benéficas y asociaciones sin ánimo de lucro, para organizar fondos de pensiones o para crear y gestionar mecanismos de inversión. 

			B)Estados Unidos de América

			Los Estados Unidos de América son un país federal, con muchas competencias legislativas atribuidas a los diferentes Estados que forman la Unión. Entre ellas están las competencias legislativas en materia civil y, concretamente, en materia sucesoria. Por ello, cada Estado tiene normas propias reguladoras de la sucesión, tanto de la testamentaria como de la intestada, aunque muchos de ellos, principalmente los que tienen un origen colonial o político común, presentan normas similares. En casi todos ellos, a excepción del estado de Louisiana (que fue antigua colonia española y luego francesa) rige el sistema y las prácticas jurídicas típicas del “Common Law”. El Derecho sucesorio de los Estados Unidos de América no ha sido un tema muy tratado en el Derecho comparado. Poco se ha escrito en Europa acerca de esta materia tan compleja, interesante y fundamental dentro del Derecho privado norteamericano. 

			Una muy buena aportación al Derecho sucesorio estadounidense la ha realizado el profesor gallego ANTONIO LEGERÉN, quien explica que dentro de la Unión norteamericana coexisten 51 ordenamientos diferentes en materia de Derecho privado: los de los 50 Estados que la forman y el del Distrito de Columbia, que es donde está ubicada la capital federal, la ciudad de Washington. Por ello, el Derecho testamentario es diferente entre Texas y Nueva York, o entre Florida y Maine, por poner algunos ejemplos de los muchos que podemos poner. 

			También destaca LEGERÉN que, dentro del Derecho norteamericano de sucesiones, la fuente jurídica de donde emanan las reglas más importantes se encuentra en un cuerpo jurisprudencial denominado “Case Law” y no en Códigos, como sucedería en nuestro sistema de Derecho civil. Este “Case Law”, que es diferente para cada Estado de la Unión, incorpora los precedentes jurisprudenciales. El “Case Law” se complementa con unas normas de origen legislativo llamadas “Statutes Acts”, que a veces están codificadas en algunos Estados en un Código sucesorio, llamado “State Probate Code”. 

			Al igual que otras áreas del Derecho privado estadounidense de competencia legislativa de cada uno de los Estados que integran la Unión, el Derecho sucesorio ha sido objeto de un intento de armonización para toda la nación adoptando un código modelo, llamado “Uniform Probate Code” (UPC), que abarca toda la materia de testamentos (wills) y fiducias (trusts). Este UPC tiene fuerza de Ley en un tercio de los Estados (Alaska, Arizona, Colorado, Florida, Hawaii, Idaho, Maine, Michigan, Minnesota, Montana, Nebraska, Nuevo México, Dakota del Norte, Dakota del Sur, Utah y Carolina del Norte), aunque casi todos los demás han asumido algunas secciones específicas del mismo, adaptándolas a sus propias particularidades.

			La falta de vigencia total del UPC en todos los Estados dificulta esa armonización legislativa a efectos prácticos, aunque en los últimos años se aprecia un incremento del afán uniformador, y los “Statutes” o normas de la mayoría de los Estados se van adaptando a sus criterios y se van unificando. También se ha intentado sistematizar las reglas sucesorias de cada uno de los 51 ordenamientos jurídicos de la Unión. En materia de testamentos, con el propósito de ordenar las reglas existentes se hizo una recopilación, la tercera que se ha intentado, denominada “Third Restatement of Property: Wills and Donative Transfers”, adoptada en el 2003. 

			La compleja administración de todo este conglomerado de precedentes judiciales, normas legislativas y recopilaciones ha hecho que la gran mayoría de la gente que tiene un cierto patrimonio, en consonancia con la cultura jurídica anglosajona, acuda a un Abogado especialista en planificación patrimonial o “Estate planning”, que le pueda asesorar en todo este complejo entramado de normas. Salvo en las pequeñas ciudades o comunidades, donde todavía existen los Abogados generalistas, que hacen un poco de todo, en las grandes ciudades de los Estados Unidos el ejercicio de la Abogacía en materia de planificación patrimonial, que incluye los aspectos sucesorios y también los fiscales, es una de las especialidades jurídicas más valoradas, y resulta bastante costosa. 

			Es importante destacar, como hace LEGERÉN, que la sucesión testamentaria es tan sólo una de las múltiples formas de transmitir la propiedad de una forma efectiva tras la muerte de una persona. Junto con los diversos medios para transmitir la propiedad durante la vida, tras la muerte los bienes de que es propietario una persona pueden distribuirse mediante testamento (“Will”), mediante sucesión intestada en caso de no existir testamento, ser anulado o no abarcar todos los bienes del causante, o a través de otras diversas vías no sujetas al Derecho sucesorio como las fiducias o “Trusts”, las “Joint Tenancy” (comunidades entre cónyuges con pacto de supervivencia, en las que el que sobrevive resulta dueño de los bienes tenidos por ambos en común) u otros contratos como los “Saving Bonds” o bonos de ahorro, las anualidades o los seguros de vida. En tales casos, la sucesión se tramitará de acuerdo con los términos establecidos en dichos negocios o contratos. 

			En definitiva, hay que tener claro que en Norteamérica existen dos modos de transferir bienes tras la muerte: los “Probate Transfers” (transferencias sucesorias “mortis causa” propiamente dichas, que incluyen el modo testamentario y el intestado) y los “Non Probate Transfers” (transferencias sucesorias de base contractual, que incluyen una gran variedad de figuras en el mundo anglosajón).

			En cuanto al uso frecuente y habitual de las fiducias o “Trusts”, reiteramos las mismas consideraciones realizadas anteriormente en cuanto al Derecho inglés, de donde la normativa norteamericana trae causa remota, aunque el gran desarrollo económico y social de los Estados Unidos de América ha generado que su evolución práctica sea muy pujante al otro lado del Océano Atlántico.

			3.2. El Derecho sucesorio romano-germánico (o latino)

			Los sistemas sucesorios de tradición romanista —luego modificada por influjo del Derecho germánico— pretenden, según RIVAS MARTÍNEZ, que la posición jurídica del causante se mantenga inalterada en lo posible, ocupando su lugar los herederos. A diferencia del sistema anglosajón, en que el patrimonio transmitido a los sucesores sufre un proceso de transformación mediante la liquidación inmediata del pasivo, en el sistema latino los herederos reciben tal como estaba el activo y el pasivo de la herencia, pues se subrogan en la total posición jurídica del fallecido.

			Este sistema encuentra su origen en el Derecho romano clásico a partir de las XII Tablas, y procura la transmisión por igual del activo y del pasivo del causante a sus herederos. La muerte del causante es un hecho que no afecta a la relación entre crédito y deuda, colocándose los herederos en la posición jurídica que antes tenía el causante. Por ello, si el causante era acreedor de un crédito sus herederos seguirán siéndolo (salvo que ellos fueran los deudores, produciéndose confusión de derechos), y si el causante era deudor de alguna obligación los herederos seguirán teniendo esa misma condición. 

			Los herederos ocupan un papel central en las sucesiones latinas de forma que responden de todas las relaciones jurídicas de su causante, tanto activas como pasivas, por haber asumido la total posición jurídica de aquel, quedando sólo excluidos los derechos personalísimos. 

			Uno de los principales sistemas romano-germánicos es el sistema sucesorio español. El Código Civil español, fiel a la tradición romanista, consagra ese principio de sucesión universal tanto en los créditos como en las deudas del causante. Así lo podemos ver en los siguientes artículos:

			–Artículo 659 del CC: “La herencia comprende todos los bienes, derechos y obligaciones de una persona que no se extingan por su muerte”.

			–Artículo 661 del CC: “Los herederos suceden al difunto por el hecho solo de su muerte en todos sus derechos y obligaciones”. 

			El sistema español considera a la herencia como uno de los modos típicos de adquirir el dominio, siguiendo el llamado “plan clásico o romano-francés”, opuesto al “plan germánico o moderno” de SAVIGNY, que divide el Derecho Civil en una parte general (que regula los elementos básicos a todas las figuras civiles y también todo lo que afecta a la persona como sujeto de derechos) y una parte especial, constituyendo el Derecho de sucesiones uno de los cuatro grandes tratados que la integran (junto al Derecho de bienes, al de obligaciones y al de familia). Siguiendo el plan clásico, el artículo 609 del CC dice: “La propiedad se adquiere por la ocupación. La propiedad y los demás derechos reales sobre los bienes se adquieren por la ley, por donación, por sucesión testada e intestada y por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición. Podrán también adquirirse por medio de la prescripción”.

			3.3.  Sistemas mixtos

			Las crecientes interconexiones de personas y de transacciones que se producen en el mundo, unidas a las influencias políticas e incluso coloniales presentes en la historia de muchos países, han facilitado la existencia de sistemas sucesorios que comparten elementos de otros sistemas o procedentes de diferentes familias. La mayoría de estos sistemas mixtos combinan, principalmente, elementos del “Common Law” y del “Civil Law”, que son los dos más importantes sistemas jurídicos en el mundo. Podemos encontrar sistemas mixtos en países como Escocia, Filipinas, Sudáfrica, la parte francófona de Canadá y también en el Estado norteamericano de Louisiana. Son también ejemplos de un sistema mixto los Derechos sucesorios de los países escandinavos: Dinamarca, Suecia, Noruega, Finlandia, Islandia y Groenlandia (forma parte de Dinamarca), muy influidos por la praxis del “Common Law”. Y también el Derecho japonés, en el que existe un régimen de Código Civil con incorporación de ciertas figuras legales de origen anglosajón.

			El ordenamiento jurídico escocés se integra dentro de los denominados sistemas del “Civil Law”, contrariamente a lo que sucede con el Derecho de Inglaterra y Gales o el de Irlanda del Norte, incardinados en el “Common Law”. Las normas sucesorias escocesas establecen un sistema de legítimas a favor de los parientes más cercanos del causante, alejándose del sistema inglés de casi absoluta libertad de testar.

			En el Estado norteamericano de Lousiana, que fue colonia española y también francesa, existe la figura del Notario latino, con funciones similares a los Notarios españoles, alejadas de la mera legitimación de firmas por un “Notary Public”, persona privada meramente habilitada con una licencia temporal, que resulta habitual en el resto de los Estados Unidos. Los Notarios de Louisiana autorizan escrituras públicas similares a las de los países latinos, con parecidas formalidades, requisitos y efectos.

			También en el Canadá francófono (Quebec), por influencia de la colonización francesa, se da un sistema mixto entre el sistema latino y el anglosajón. Algo parecido sucede en Sudáfrica, que fue colonia neerlandesa durante muchos años, o en Filipinas o Guinea Ecuatorial, viejas colonias españolas, donde se han conservado formas documentales y operadores jurídicos similares a los del sistema romano-germánico en combinación con documentos y figuras más cercanas al sistema anglosajón. Y, en cierta medida, por la influencia británica, también existe un sistema mixto en Portugal.

			El fenómeno de la globalización ha causado la multiplicación universal de relaciones sucesorias con puntos de conexión en diferentes jurisdicciones. Ello ha hecho que proliferen los sistemas mixtos, especialmente en los países de más reciente desarrollo económico, y que la clásica distinción entre el “Common Law” y el “Civil Law” resulte hoy insuficiente para entender los actuales sistemas jurídicos presentes en el mundo, multiplicándose los sistemas que combinan ambas poderosas influencias.

			3.4.  Los sistemas sucesorios de Derecho religioso: países islámicos 

			En España existe actualmente una importante cantidad de población de origen musulmán, que está importando sus normas y tradiciones jurídicas, las cuales resultan de aplicación a las sucesiones de ciudadanos musulmanes con bienes situados en sus países de origen. De ahí la importancia de conocer algunos fundamentos del Derecho islámico, profundamente basado en las creencias y los principales textos religiosos vigentes en los pueblos musulmanes.

			Dice MANDIROLA BRIEUX que para comprender el Derecho islámico es necesario hacer un esfuerzo por abandonar el pensamiento occidental, ya que constituye un sistema legal con una lógica jurídica diferente. La base del Derecho islámico está en el conjunto de revelaciones de carácter divino que recibe Mahoma y en las interpretaciones que hacen de ellas los jurisconsultos musulmanes. Todo teniendo en cuenta que Mahoma es un profeta, no un jurista, que se limitó a afirmar de una forma destinada a los creyentes —y por ello nada técnica— qué actos y en qué circunstancias son buenos o malos, justos o injustos.

			El intento de crear unos Códigos sistemáticos de buena conducta islámica dio lugar a la “Sharia” (que se traduce como “El Sendero”), que es un conjunto de Leyes de base religiosa fundamentado en las órdenes y prohibiciones que aparecen en el “Corán” (libro sagrado para los musulmanes, equivalente a la Biblia cristiana) y los “Hadiths” (interpretaciones del mismo hechas por Mahoma), recopilados en la “Sunna”, cuya aplicación en la esfera jurídica se combina con el “Fik” o jurisprudencia y también con la costumbre. 

			La “Sharia”, que es el principal instrumento legislativo, constituye más un sistema deontológico o pauta moral de comportamiento que un sistema jurídico propiamente dicho. Por ello, contiene abundantes contradicciones, no muy típicas de un cuerpo legal habitual, que se van resolviendo por medio de la jurisprudencia y de la costumbre. Aun así, al ser la tradición religiosa la base de la estructura jurídica, son siempre mucho más importantes el “Corán” o la “Sharia” que las sentencias o las costumbres, y pueden prevalecer sobre éstas, pues aquéllos se consideran obra divina y éstas últimas obras de los hombres. 

			Resulta muy importante entender que la “Sharia” tiene un carácter obligacional impuesto por el propio individuo y fundamentado en sus creencias. Por ello, consiste básicamente en una guía de conducta personal más que en un Código legal con eficacia territorial, y todo creyente la lleva con él, sintiéndose vinculado a respetar sus preceptos aun cuando se encuentre fuera de un país musulmán. 

			Para MANDIROLA BRIEUX, el Derecho sucesorio islámico presenta algunos puntos de contacto con el Derecho romano. Existen unas partes fijas de la herencia (llamadas “Fardh”) que tienen que destinarse a los parientes más próximos del fallecido (padre o demás ascendientes, hermanos uterinos, cónyuge, abuela y madre, hijas, hijas de hijos y hermanas carnales, por este orden), y que van siempre acompañadas de unas obligaciones religiosas como la plegaria o el ayuno. Y luego, satisfechas las partes fijas anteriores, existe una parte variable (llamada “Tássib”) que se destina a los herederos voluntarios o “Acéb”, que reciben sólo lo que queda después de la repartición de las partes fijas. 

			A diferencia del Derecho romano, el heredero voluntario puede no recibir nada si no queda nada a repartir tras el pago de las cuotas fijas. También a diferencia del Derecho romano, y presentando en este aspecto mayor similitud con el Derecho anglosajón, la herencia no está compuesta en el Derecho islámico por todos los bienes, derechos y obligaciones del causante, sino que lo que recibe cada sucesor es el valor neto de su cuota tras haberse liquidado las deudas, gastos y legados.

			Hay que tener en cuenta, para entender correctamente el Derecho sucesorio de los países islámicos, que ciertos conceptos jurídicos occidentales no encajan con la mentalidad religiosa que impregna el Derecho de los musulmanes. Por ejemplo, el matrimonio homosexual o las parejas de hecho, que no producen efectos jurídicos por su inadmisión en los países musulmanes, o la preferencia sucesoria de los parientes varones, la poligamia o la repudiación de la esposa, figuras válidas en los países islámicos que no son aceptadas en los países occidentales. Por ello, sus normas jurídicas deben ser siempre interpretadas atendiendo a sus condicionantes religiosas, y resultan de plena aplicación, aunque contraríen algunos principios occidentales universalmente aceptados en el mundo no musulmán.

			Algunos autores europeos como CARLIER y VERWILGHEN, y otros en España como AZCÁRRAGA MONZONÍS, han propugnado la elaboración de un “Código Europeo de Derecho Musulmán”, que trataría de superar las dificultades de la introducción de las reglas legales musulmanas discriminatorias según los estándares europeos, intentando conciliar una interpretación avanzada de la “Sharia” con los principios y valores protegidos en los modelos occidentales. Se trataría de crear una especie de modelo legal de “Islam europeo” que facilitara la convivencia y las adecuadas relaciones jurídicas de los musulmanes residentes en Europa. Este loable proyecto no ha pasado de una propuesta doctrinal, pero presenta bastantes aspectos de gran interés práctico.

			3.5.  Los sistemas sucesorios socialistas

			El sistema político-jurídico socialista tuvo una gran importancia en el siglo XX a partir de la revolución soviética de 1917 y su expansión por los países entonces llamados del “telón de acero”: Alemania Oriental, Polonia, Rumanía, Bulgaria, Checoslovaquia, Yugoslavia, Hungría y Albania, algunos hoy ya fraccionados, integrados en otros o desaparecidos. Este sistema estuvo vigente hasta la década de 1990 en todos esos países de influencia soviética, y se caracterizaba por el enorme poder del Estado, en cuya mano se concentraban todas las facultades legales y jurídicas, no existiendo la división de poderes típica de las democracias liberales. 

			En las viejas sociedades socialistas como la de la antigua URSS sólo se reconocía la sucesión hereditaria sobre unos pocos bienes respecto de los cuales se permitía una propiedad personal (básicamente la vivienda y los enseres domésticos). La tierra y los medios de producción pertenecían al Estado y no podían ser objeto de propiedad privada ni de transmisión hereditaria. Incluso los antiguos propietarios de tierras no pudieron transmitirlas a sus descendientes, sino que pasaron todas al patrimonio nacional. El objetivo era impedir que los ciudadanos acumularan propiedades, como sucede en los sistemas capitalistas, por considerarlo fuente de desigualdades y perturbaciones sociales.

			Hoy sólo perviven estos sistemas totalitarios, de forma residual, en países como Cuba, China, Venezuela y Corea del Norte. La inmensa mayoría de países de la antigua órbita soviética, en especial los integrantes del “telón de acero”, han ido adoptando preferentemente el sistema continental o romano-germánico, con la aceptación plena de la propiedad privada y la herencia, y la introducción de figuras muy similares a las españolas (a veces directamente copiadas de nuestro sistema legal) como los Notarios, el Registro Mercantil y de la Propiedad Inmobiliaria o el Registro General de Últimas Voluntades. 
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